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En el Instituto de Ciencia Política
se considera que la efectiva parti-
cipación ciudadana tiene como re-
qu is i to esencia l  e l  acceso a una
información adecuada y oportuna.
Por este motivo, el Observatorio Le-
gislativo busca: i) generar espacios
donde diversos sectores puedan de-
batir y reflexionar sobre el conteni-
do de los proyectos;  i i )  br indar
información acerca del trámite de los
principales proyectos que se discu-
ten en el Congreso, y iii) contribuir
con el debate generando propues-
tas que desde la sociedad civil enri-
quezcan los proyectos.

Nombre: "por la cual se desarro-
llan los artículos 356 y 357 de la
Constitución Política y se dictan
otras disposiciones".

Número: 1176 de 2007.

Fecha de sanción presidencial:
27 de diciembre de 2007.

Objetivo del
Observatorio Legislativo

Contexto

www.icpcolombia.org
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Hoja de vida
de la ley

El Acto Legislativo 04 de 2007
por medio del cual se buscaba
modificar el Sistema General de
Participaciones (SGP), fue uno
de los proyectos que más de-
bate suscitó en el Congreso du-
rante su trámite de aprobación.
Para quienes estaban a favor
del proyecto, era imprescindi-
ble desligar el SGP de los ingre-
sos corrientes de la nación,
garantizando así un crecimien-
to estable de los mismos y sos-
tenibilidad macroeconómica. A
su vez, para quienes argumentaban en con-
tra, esta medida sólo reduciría el valor de las
transferencias que reciben las entidades te-
rritoriales por parte de la administración cen-
tral, haciendo aún más precaria la prestación
en servicios de salud, educación, agua po-
table, etc.

Aunque finalmente el Acto Legislativo fue
aprobado, era necesario desarrollar las mo-
dificaciones que este hizo a los artículos 356
y 357 de la Constitución Política. De esta
manera, fue presentado al Congreso un pro-
yecto de ley para desarrollar el Acto Legisla-
tivo 04 de 2007, a través de modificaciones
a las normas relacionadas con la distribución
de recursos y prestación de servicios públi-
cos (Ley 715 de 2001). El proyecto fue apro-
bado y sancionado el 27 de diciembre como
la Ley 1176 de 2007 y contempla modifica-
ciones sustanciales al SGP en temas como
agua potable y saneamiento básico, aten-
ción integral a la primera infancia, progra-
mas de alimentación escolar, distribución de
los recursos de la participación de propósito
general, entre otros.

En materia de agua potable y saneamiento
básico, algunos de los grandes cambios son
la creación de una "bolsa" de recursos que
tiene como principal objetivo que los depar-
tamentos se involucren en la cofinanciación
de proyectos desarrollados por los municipios

y distritos en relación con la
prestación de los servicios de
agua potable y saneamiento
básico. Igualmente, contempla
la creación de un Sistema Único
de Información (SUI) y un sis-
tema de certificación a los mu-
nicipios y distritos a partir del
cumplimiento de criterios como
el alcance de coberturas en ser-
vicios de agua y alcantarillado,
y la inversión en nuevos pro-
yectos. Cuando las entidades
territoriales no alcancen la cer-

tificación, serán los departamentos los en-
cargados de administrar los recursos de la
participación de agua potable y saneamien-
to básico, hasta que el municipio o distrito
sea nuevamente certificado. También inclu-
ye una definición específica para el uso de
los recursos y una fórmula de distribución de
los mismos con base en criterios como déficit
de coberturas, población atendida, amplia-
ción de coberturas y nivel de pobreza.

A su vez, incluye medidas sobre los progra-
mas de alimentación escolar y los criterios
de distribución de estos recursos, la aten-
ción integral a la primera infancia, y cambios
en la distribución y asignación de los recur-
sos de la participación de propósito general,
entre otras.

Una vez aprobada la reforma y la reglamen-
tación de la misma, la atención está puesta
en el éxito de su aplicación. Se espera que
las medidas permitan desarrollo en las dife-
rentes entidades territoriales en materia de
cobertura de servicios públicos de agua po-
table y saneamiento básico, educación, sa-
lud, y demás necesidades básicas. Que los
municipios, distritos y departamentos sean
más juiciosos con los criterios sobre distribu-
ción de recursos, logrando optimizarlos al
máximo, de manera tal que la población cuen-
te con más y mejores servicios, y por ende
con una mejor calidad de vida.

El Observatorio Legislativo es un proyecto
del Instituto de Ciencia Política apoyado

económicamente por la Comunidad de Madrid,
en su interés por promover proyectos que
permitan el fortalecimiento institucional.
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Objetivo y conformación del SGP

El objetivo de la Ley 1176 es reglamentar el SGP conforme a las reformas de los artículos 356
y 357 de la Constitución Política, incluidas en los actos legislativos 01 de 2001 y 04 de 2007.

EL SGP estará conformado por cuatro participaciones que tendrán un porcentaje determi-
nado sobre el total de los recursos de la siguiente manera:

Educación: 58.5%

Salud: 24.5%

Agua potable y saneamiento básico: 5.4%

Propósito general: 11.6%.

Los grandes temas de la Ley

Agua potable y saneamiento básico

Los grandes temas de la Ley

1. Certificación
de los municipios y distritos

Será responsabilidad de los municipios y
distritos administrar los recursos del SGP
para agua potable y saneamiento básico
y asegurar la prestación de dichos servi-
cios. No obstante, la administración de
estos recursos sólo será posible si se cum-
plen con los siguientes requisitos:

1. Destinación y giro efectivo de los re-
cursos para subsidios a los estratos 1 y
2; pago de la deuda derivados de la
financiación de proyectos del sector;
preinversión en estudios y diseño de
nuevos proyectos; acciones de forta-
lecimiento de esquemas organizaciona-
les para la administración y ejecución
de los servicios de acueducto, alcanta-
rillado y aseo, y la construcción y mejo-
ramiento de estos sistemas para la
prestación del servicio de aseo; progra-
mas de macro y micro medición, y de
reducción de agua no contabilizada; ad-
quisición de los equipos necesarios para
la prestación del servicio de agua y sa-
neamiento, y participación en la estruc-
turación y puesta en marcha de
infraestructura para esquemas regiona-
les de prestación de los municipios.

2. Creación y funcionamiento del Fondo
de Solidaridad y Redistribución de In-
gresos.

3. Aplicación de la estratificación socio-
económica de acuerdo con la metodo-
logía nacional establecida.

4. Implementación de la metodología na-
cional para asegurar equilibrio entre
los subsidios y las contribuciones para
los servicios públicos domiciliarios de
aseo, alcantarillado y acueducto.

5. Cumplimiento de lo dispuesto en el ar-
tículo 6 de la Ley 142 de 1994 sobre
servicios públicos domiciliarios.

6. Aplicación de las metodologías tarifa-
rias de la Comisión de Regulación de
Agua Potable y Saneamiento Básico
(CRA).

7. Reporte de información al SUI, en la
forma y calidad que determine la Su-
perintendencia de Servicios Públicos.

8. Cumplimiento de las normas de calidad
de agua para consumo humano.

La Superintendencia de Servicios Públi-
cos será la entidad encargada de certifi-
car los municipios y distritos, en relación
con el cumplimiento de los requisitos arri-
ba mencionados. Para la certificación, las
entidades territoriales tendrán 18 meses
a partir de la expedición de la ley para
demostrar el cumplimiento de los requisi-
tos y un año adicional cuando por causas
ajenas a la administración sea imposible
completar la información requerida. Lue-
go de dos años y medio la Superinten-
dencia procederá a descertificar los
municipios o distritos que no hubiesen
cumplido.

Cuando un municipio o distrito sea
descertificado, no podrá continuar admi-
nistrando los recursos del SGP destina-
dos a agua potable y saneamiento básico,
desde la fecha en que la descertificación
sea impuesta. La administración de los
recursos pasará al departamento direc-
tamente el cual los administrará y asegu-
rará la prestación del servicio, hasta el
momento en que la entidad territorial sea
certificada nuevamente.

2. Competencias
de los departamentos

En materia de agua potable y saneamien-
to básico, los departamentos tendrán a
su cargo las siguientes competencias:

Promocionar, estructurar, implementar,
coordinar y cofinanciar esquemas re-
gionales que concurran a la prestación
de los servicios públicos de agua pota-
ble y saneamiento básico.

Asegurar la prestación del servicio en
los municipios y distritos que no sean
certificados y administrar los recursos
del SGP con destinación a agua pota-
ble y saneamiento básico de estas en-
tidades territoriales (a excepción de
Bogotá D.C.)

Deberán además reportar la información
relacionada con sus competencias, al SUI
en la forma y calidad que determine la Su-
perintendencia de Servicios Públicos.
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1 Artículo 9 Ley 1176 de 2007.
2 Artículo 17 Ley 1176 de 2007.
3 Artículo 17 Ley 1176 de 2007

3. Criterios, distribución
y destinación de los recursos

Del total de los recursos del SGP para
agua potable y saneamiento básico, el
85% serán girados a los distritos y muni-
cipios, y el 15% restante para los depar-
tamentos y Bogotá como distrito capital.

La distribución de los recursos a los muni-
cipios y distritos (85%), se hará teniendo
en cuenta los siguientes criterios:

Déficit de coberturas: será el resul-
tado del número de personas sin servi-
cio de acueducto y alcantarillado, en
relación con el número total de perso-
nas sin estos servicios en el país.

Población atendida y balance del
esquema solidario: se tendrá en
cuenta la estructura por estrato, las
tarifas y los aportes entre los subsi-
dios y los aportes solidarios de los usua-
rios en cada municipio o distrito.

Atención integral a la primera infancia

El Acto Legislativo 04 de 2006 determi-
nó en el parágrafo transitorio 2º del ar-
tículo 4°, que cuando el crecimiento real
de la economía para el año respectivo
sea superior a 4%, el SGP se incremen-
tará en la misma proporción a la tasa de
inflación, más el crecimiento real, más
los puntos porcentuales de diferencia re-
sultantes de comparar la tasa de creci-
miento real de la economía certificada
por el DANE y el 4%. Dispuso además
que estos recursos adicionales serían
destinados a la atención integral de la
primera infancia.

Así pues, en cumplimiento con lo dis-
puesto en el Acto Legislativo y en desa-
rrollo del artículo 206 del Código de la
Infancia y Adolescencia, el artículo 14
de la Ley 1176 determinó que los recur-
sos adicionales se destinarían a accio-
nes en primera infancia, siempre y
cuando tales acciones no generen gas-
tos recurrentes y tengan en cuenta las
prioridades y necesidades de cada una
de las entidades territoriales.

El Conpes Social será el encargado de
la distribución de estos recursos, pre-
viamente certificados por el Ministerio
de Hacienda y Crédito Público, con base
en la población de 0 a 6 años pondera-
da en el Índice de Necesidades Básicas

Insatisfechas del DANE. Se hará un giro
anual con fecha máxima del 30 de junio
de cada año.

1. Asignación especial
para alimentación escolar

El Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar (ICBF) será el encargado de arti-
cular las acciones que se desarrollen en
el marco del programa de alimentación
escolar. Las entidades que desarrollen
los programas de alimentación, deberán
garantizar la continuidad en las cober-
turas alcanzadas para el año 2007. Adi-
cionalmente, a partir del año 2009 el
gobierno reglamentará la distribución de
los recursos del Presupuesto General de
la Nación destinados a programas de ali-
mentación escolar, y el ICBF pondrá en
marcha un sistema de monitoreo y se-
guimiento a los recursos y las cobertu-
ras alcanzadas.

Los criterios de distribución de recursos
para los programas de alimentación es-
colar serán 95% por equidad, definida
como el peso relativo que se asigna a cada
entidad territorial de acuerdo con la ma-
trícula de la vigencia anterior para la cual
se realiza la distribución, expandida por
la dispersión poblacional y ponderada por

Esfuerzo en la ampliación de cober-
turas: se medirá a partir de los incre-
mentos de población atendida en agua
potable y saneamiento básico, en rela-
ción con los incrementos nacionales.

Nivel de pobreza: se utilizará el Índi-
ce de Necesidades Básicas Insatisfe-
chas del Departamento Nacional de
Planeación (DANE), o el que esta enti-
dad determine.

Cumplimiento de los criterios de eficien-
cia fiscal y administrativa.

Los recursos girados a los departamen-
tos (15%) se destinarán a la creación de
una "bolsa" de recursos con el objeto de
cofinanciar las inversiones que realicen
los distritos y municipios para desarrollar
proyectos contemplados dentro del Plan
Departamental de Agua Potable y Sanea-
miento Básico.

Departamentos, distritos y municipios
podrán constituir patrimonios autónomos

el Índice de Necesidades Básicas Insa-
tisfechas del DANE

2
, y 5% por eficien-

cia, entendida como el incentivo a cada
entidad territorial que reduzca la deser-
ción escolar de un año a otro

3
.

Los recursos de la asignación especial
SGP para alimentación escolar serán
destinados, de acuerdo con los linea-
mientos del ICB, en actividades como:
compra de alimentos, contratación de
personal para la preparación de alimen-
tos, transporte de alimentos, dotación
para la prestación del servicio de alimen-
tación escolar, entre otros.

con el objetivo de garantizar la realiza-
ción de proyectos de inversión de largo y
mediano plazo para la prestación eficien-
te de los servicios públicos de agua y sa-
neamiento básico.

A partir del 2011 la participación de agua
potable y saneamiento básico se distribui-
rá únicamente entre los distritos y munici-
pios, de acuerdo a los criterios arriba
señalados. "Durante el período comprendi-
do entre los años 2008 y 2010, un porcen-
taje creciente de la participación para agua
potable y saneamiento básico se distribui-
rá entre los distritos y municipios de acuer-
do con los criterios previstos de la siguiente
manera: El 30% en 2008, el 50% en 2009
y el 70% en 2010. El porcentaje restante
de la participación en cada uno de los años
de transición, se distribuirá en proporción
directa al valor definitivo que se le haya
asignado a los distritos y municipios por
concepto de la destinación de agua pota-
ble y saneamiento básico de la participa-
ción de propósito general en el año 2007"

1
.
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Fuente: Sistema general de participaciones, situación actual y reformas constitucional y legal: Acto Legislativo 04 de 2007 y Ley 1176 de 2007. Departamento Nacional de
Planeación. Enero de 2008.

Participación de propósito general

La Ley 1176 incorporó una nueva modifi-
cación al artículo 78 de la Ley 715 de
2001, de tal manera que los municipios
clasificados en las categorías 4°, 5° y 6°,
podrán destinar hasta un 42% de los re-
cursos de propósito general para inver-
sión libre o gastos administrativos.

Adicionalmente, cada municipio y distrito
deberá destinar 4% para deporte y re-
creación, 3% para cultura y 10% para el
Fondo Nacional de Pensiones de las Enti-
dades Territoriales (Fonpet).

1. Distribución de los recursos

Los recursos del SGP con destino a propósito
general, se destinarán de la siguiente manera:

17% para los municipios de menos de
25.000 habitantes. De estos, el 60% se
distribuirán según la pobreza relativa de
cada municipio medida por el Índice de
Necesidades Básicas Insatisfechas del
DANE, en relación con el nivel de pobreza
relativa nacional. El 40% restante, se
asignarán en proporción a la población
tanto urbana como rural de cada munici-
pio o distrito, en relación con el total de la
población del país.

83% para todos los municipios y distritos
(incluidos los de menos de 25.000 habi-
tantes), que a su vez serán distribuidos
en un 40% según la pobreza relativa,
otro 40% en proporción a la población
urbana y rural, 10% por eficiencia fiscal,

que para este caso comprenderá el creci-
miento promedio de los ingresos tributa-
rios per cápita en las tres últimas vigencias
fiscales, y el 10% restante por eficiencia
administrativa en la racionalización del
gasto.

Cuadro 1. Composición del SGP

DISTRIBUCIÓN
SECTORIAL

ALIMENTACIÓN
ESCOLAR

(Municipios y
distritos)

0.5%

RIBEREÑOS
RÍO MAGDALENA

(Municipios y
distritos)

0.08%

FONDO DE
PENSIONES

TERRITORIALES
(Municipios,

distritos y
departamentos)

2.9%

RESGUARDOS
INDÍGENAS
(Población

indígena de
los resguardos)

0.52%

ASIGNACIONES
ESPECIALES 4%

LIBRE DESTINACIÓN
(Municipios categoría

4ª, 5ª y 6ª) 28 %

FORZOSA INVERSIÓN
(Municipios categoría

4ª, 5ª y 6ª) 72 %
Municipios categoría

especial, 1ª, 2ª y 3ª 100%

EDUCACIÓN
(Municipios,

distritos y
departamentos)

58.5%

PRPÓSITO
GENERAL

(Municipios y
distritos)

17%

SALUD PÚBLICA

RÉGIMEN

PRESTACIÓN
SERVICIOS PPNA

41 %  Agua Potable
4   %  Deporte
3   %  Cultura
10 %  Fonpet
42 %  Libre inversión

SALUD
(Municipios,

distritos y
departamentos)

24.5%

DISTRIBUCIÓN
SECTORIAL

ALIMENTACIÓN
ESCOLAR

(Municipios y
distritos)

0.5%

RIBEREÑOS
RÍO MAGDALENA

(Municipios y
distritos)

0.08%

FONDO DE
PENSIONES

TERRITORIALES
(Municipios,

distritos y
departamentos)

2.9%

RESGUARDOS
INDÍGENAS
(Población

indígena de
los resguardos)

0.52%

ASIGNACIONES
ESPECIALES 4%

MUNICIPIOS MENORES
DE 25.000  HABITANTES

17 %

TODOS LOS MUNICIPIOS
Y DISTRITOS 00%

EDUCACIÓN
(Municipios,

distritos y
departamentos)

58.5%

PRPÓSITO
GENERAL

(Municipios y
distritos)11,6%

SALUD PÚBLICA

RÉGIMEN

PRESTACIÓN
SERVICIOS PPNA

Funcionamiento
Deporte
Cultura
Fonpet
Libre inversión

SALUD
(Municipios,

distritos y
departamentos)

24.5%

AGUA POTABLE
(Municipios,

distritos y
departamentos)

5.4%
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